
REPÚBLICA DE PANAMÁ
óRcnNo JUDIcIAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO, ADMINISTRATIVO Y LABORAL

Panamá, trece (f 3) de febrero de dos mil quince (20f S).

VISTOS:

La firma Mojica & Mojica actuando en representación de Boris Abdiel pimentel

Morales, ha interpuesto Demanda contencioso Administrativa de lndemnización

para que se condene al Estado Panameño al pago de trescientos mil dólares

(8/'300,000'00), en concepto de daños y perjuicios materiales y morales causados

el 16 de abril de 2000.

HECHOS QUE FUNDAMENTAN LA DEMANDA

Según el apoderado legal de la parte actora, el día 4 de mayo de 2000, fue

formulada ante la otrora Policía Técnica Judicial, Agencia de Arraiján, una

denuncia con el fin de que se adelantaran las investigaciones por razón de tos

hechos suscitados en perjuicio de BoRls PIMENTEL MORALES.

En lo medular del libelo de demanda, se destaca que mediante Vista Fiscal No.

162 del 22 de mayo de 2002,la Físcalía Primera del Tercer Circuito Judicial de

Panamá, recomienda se proceda a abrir causa criminal contra FEDERICo

ALBERTO RODRíGUEZ HERNÁtr¡oez por infractor de las disposiciones legales

contenidas en el Capítulo ll, Título l, Libro ll, del Código penal, en concordancia

con el capítulo lv, Título x de la misma excerta legal, en perjuicio del



demandante, en virtud de lo cual el Juzgado segundo de circuito penal del rercer
circuito Judicial de Panamá, declaró penalmente responsable al imputado y lo

condenó a la pena de treinta y seis (36) meses de prisión y a la inhabilitación para

el ejercicio de funciones públicas por la comisión der delito de lesiones personales

y abuso de autoridad.

Explica el representante legal del demandante que en el proceso penal se

estableció que las lesiones causadas a BoRls PIMENTEL MOMLES, fueron

ocasionadas con un objeto compatible a una "vara policial o tolete,, provocándole

una "parálisis parcíal de hemicara izquierda y cicatriz de herida quirúrgica en

hemicráneo derecho", QUe hoy día ro mantiene parapréjico a pesar de que este
joven, quien al momento de sufrir las lesiones contaba con 24 años de edad,

cursaba el tercer año en la universidad recnorógica en la licenciatura de
lngeniería Mecánica Industrial y llevaba una vida sana y normal, tal y como quedó

evidenciado en el proceso penal.

De la mísma forma se señala en el libelo, que el demandante recibió atención
psicológica y psiquiátrica por los constantes episodios de depresión y angustia,

mientras que por parte de la Policía Nacional y de su agente FEDERI..
ALBERTO RoDRÍGUEZ HERNÁNDEZ, no se admitió responsabilidad atguna por

las acciones cometidas.

Según alega el recurrente, se probó en el proceso penal que no hubo

arrepentimiento ni solidaridad para con el demandante, no obstante se ha probado

la culpa probada que determina la responsabilidad objetiva a través de la
sentencia condenatoria No. 102 emitida por el Juzgado segundo de circuito de lo
Penal' del rercer circuito Judicial de Panamá, de primera instancia y confirmada

por fa sentencia de segunda Instancia No. 220 de trece (13) de diciembre de

2006, emitída por er segundo Tribunar superior de Justicia.
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En tal circunstancia la parte actora señata que ta culpa probada que recoge el

artícufo 1644 del Código Civil se ha acreditado con lo siguiente:

La existencia de una conducta punible;

La presencia de un daño directo, cierto y susceptibre de ser cuantificado;

c. La demostración del nexo causalidad, entre el resultado dañoso y la

conducta del agente proceden del evento.

a.

b.

Con base en ello, se solicita que el mal funcionamiento de un servicio

público, en razón de ros daños y perjuicios ocasionados a BoRrs PTMENTEL

MOMLES, responsabilidad que alega le corresponde al Estado por ra

infracción comprobada y ejecutoriada de un actuar punible, en el ejercicio de

funciones por parte de un miembro de la Policía Nacional, y en virtud de ello se

reclama una indemnización por un monto de TRESCTENTOS MrL BALBOAS

(B/'300'000'00), como consecuencia de los que a continuación se transcribe del

libelo de la demanda:

"1. Que Boris pimenter Morares, ras resiones en ra cabeza re fueronocasionadas con objeto contundente, tar cuar se o".pr"oJ"-i"i¡.r"rr"
m9{ico, y el tipo de lesión, el objeto para producirlo, es, la ,Vara policial
o tolete".
2. Que Boris pimentel, se le realizó intervención quirúrgica y se observóedema cerebral, hemorragia subaracnoidea, hematoma intra-cerebral-parietal derecha, por lo que se le asigno incapaciá"d o"r¡n¡tíva de cientocincuenta (1S0) días (sic).
3. Que a Boris pimentel Morales, la secuela de la lesión cráneoencefálico, le trajo la parálisis del lado izquierdo áel cuerpo, es áác¡runa "HEM|PLAJíA tzQUtERDA', to crat' ,Ljon- la ciencia médicaconsiste, en un trastorno motor, en que la mitaddel cuerpo del pacienteestá paralizado,. en g:Le g9o ra pierna y oraiá izquierdo, er cuar no refunciona a BORTS P|MENTEI_ VfCinnleS. '¡

4. Que Boris pimentel Morales, actualmente su andar es lento, susmovimientos se ven interrumpidos y su andar también ro nace co.¡;;; ycaminar con mucha. dificultad, ya que al encontrarse inmovilizado lasfunciones del pie izquierdo y'brazo izquierdo, precisamente se redificulta su vida para ra rimltación ts¡ci oe 
-rls'funciones 

de susmiembros (Brazos.y piernas), que antes eran normares, y que ahorason el producto del accidente cerebro.vascular, q; se le ócasiono porparte del miembro -de la policía Nacional, 
'rrórnlco 

ALBERTORODRíGUEZ HERNÁruOTZ.
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5. Que Boris pimenter Morares, hoy día tiene y debe usar fentes porqueestá perdienfo su visión izquierda,'a veces,,á u orvidan ras cosas mássenciilas, y tiende a estar casi siempr" o"biiriá", ;;;';1"riri"iñi"nto ydesgaste tanto emocionar como físiio, v róui" todo por ra importanciade su famiria ante ro costoso de un tr"t"r¡ánto especia rizado, paralograr con terapia, y exámenes especiafizados así (sic) como er uso detomografía axial y avanzada computarizada el cual actualmente noexiste en nu.estro paÍs, re pueda ,yüo"i 
"n 

,, pro"".o de recuperaciónfísica, psíquica y moral que tanto n-ecesita.,,fs¡ci

El recurrente concruye que se ha comprobado ra responsabiridad

extracontractual objetiva por parte del Estado Panameño, que tiene como finalidad
"restablecer el equilibrio económico roto cuando se lesiona un patrimonio particular

por parte de la administración pública, pues el Estado, está obligado a responder
por la llamada antijuricidad objetiva", el cual aduce genera responsabilidad civil a

la que debe responder la policía Nacional.

INFORME RENDIDO POR EL ENTE PÚBLICO DEMANDADO

Al momento de ser requerido a rendir informe explicativo de conducta en este
caso' el entonces Director General de la Policía Nacional destacó que la policía

Nacionaltiene una participación indirecta en las actividades particulares o privadas

de carácter comercial y que los eventos sociales de tipo bailable en los cuales

solicitan el servicio policíal de proteccíón a los asistentes al evento, pero en un

número de personal que no es adecuado para garan tizar laseguridad colectiva de
las personas que acudan a la actividad.

señala el funcionario demandado que la parte demandante le atribuye una

responsabilidad a la Policía Nacional, por el sólo hecho de participar en calidad de
neutralizador de las partes en la riña tumultuaria, sin embargo, nada dice con

respecto de su participación en la misma. Habida cuenta que el señalamiento del
mal funcionamiento de los servicios de la Policía Nacional por parte de la parte

actora, es fundamentada en un resurtado de aregados daños y perjuicios con

ocasión de la utilizaciÓn de la vara policial de manera circunstancial en una riña

tumultuaria en el que los Agentes de la Policía Nacional tenían una desventaja



numér¡ca' por lo que no encuentra motivos para establecer la relación directa y
exclusiva entre dichos resultados alegados y la acción de los agentes de la policía

Nacional.

Así también expresa que no cree justo ni equitativo el hecho de endilga r a la
institución una responsabilidad civil exclusiva, por los daños y perjuicios sufridos
por un trauma craneal ocasionado supuestamente por una vara policial a
sabiendas de que inmediatamente anterior el demandante sufrió un trauma
craneal con un objeto contundente con iguar capacidad dañina.

OPINIÓN DE LA PROCURADURíA DE LA ADIT'IINISTRACIÓN

Mediante Vista No. 100 de g de febrero de 200g,

Administración soricitó que se denegara ra pretensión

demandante y la cuantía de la demanda, por estimar

sustento jurídico.

la Procuraduría de la

formulada por la parte

que estas carecían de

De igual forma advierte la Procuraduría de la Administración que por razón de
la "subsidiariedad", el demandante debió acudir en primera instancia a la vía
ordinaria para el reclamo de la indemnización referida para que en el evento que
FEDERICo ALBERTo RoDRicuez HERNÁNDEZ, no pudiese hacerle frente a
las obligaciones derivadas de sus actos, la entidad estatal respondiera por é1.

continúa opinando que, al no contar el presente proceso con la actuación
descrita' se hace evídente que el Estado no se encuentra obligado a responder
por los supuestos daños y perjuicios demandados.

DECISIÓN DE LA SALA TERCERA

una vez surtidos ros trámites correspondientes, ra sara Tercera

resolver ra controversia pranteada, ,.,o sin antes hacer ras

consideracíones:

procede a

siguientes



La sala advierte que ef artículo g7 del código Judicial, señata entre las
atribuciones a ella adscritas, las siguientes:

'A la sala Tercera les están atribuidos los procesos que se originen por actos,
omisiones' prestaciones defectuosas o deficientes de los servidores públicos,
resoluciones, órdenes o disposiciones que ejecuten, adopten, expidan o en que
incurran en ejercicio de sus funciones o pretextando ejercerlas, los funcionarios
públicos o autoridades nacionales, provinciales, municipales y de las entidades
públicas autónomas o semiautónomas.

En consecuencia, la sala Tercera conocerá en materia administrativa de lo
siguiente:

ó' De las índemnizaciones de que deban responderpersonalmente ros funcionarios der Esiado, v á" í".'r-estantesentidades púbricas, por razón de daños o per¡uiciosáausados
por actos que esta misma Sala reforme o anule.9' De las indemnizaciones por irron oe i. ,erponsabiridaddel Es_tado, y de las restanü, 

"niio"o", 
pr.lol¡"Ji ln virtud

9.1?l"r o perjuicio. q.re origi;en tas ¡niraccioni, en queIncurra en el ejercicio de sus funciones 
" ;;;-;úexto deejercerlas cuarquier funcionario o entidad q;;"í;lroferioo

el acto administrativo impugnado.
10' De ras indemnizaó¡oñes o" que sean responsabresdirectos er Estado y ras restantes entidades púbricas, por elmal funcionamiento de ros servicios puu,,t 

".- " etosadscritos:...".

según se expone, la solicitud de indemnización se sustenta en las lesiones
causadas al joven BoRls PfMENTEL MOMLES, con una "vara policial o totete,,
utilizado por un miembro de la Policía Nacional mientras intentaba detener una
ríña tumultuaria.

Luego del estudio de los'hechos que sirvieron de fundamento para la pretensión

en estudio' aunado a los elementos probatorios aportados al proceso, es posible
concluir' en primer lugar, que contrario a lo expresado mediante Vista del señor
Procurador' la responsabilidad que recae sobre er Estado es consecuencia del mal



funcionamiento del servicio de seguridad pública la cual es de carácter directo y
objetivo' por lo que no cabe la subsidiariedad aregada por el representante del
Ministerio Público, y en ese caso, sí existe una obligación directa por parte del
Estado Panameño por lo que no es posibre exigir como presupuesto para ra

respectiva condena indemnizatoria la aportación de una sentencia penal o el haber
ocurrido al proceso ordinario.

A lo anterior cabe agregar, que respecto a este tipo de recramaciones por

infracciones cometidas en el ejercicio de funciones, la tesis de la sala Tercera que

ha prevalecido es la de considerar la responsabilidad objetiva del Estado, como
consecuencia de que se ha comprometido a la entidad públíca para la cual el
funcionario trabajaba, y esta responsabilidad surge con independencia de fa

comisión o comprobación de actos ilícitos.

No obstante ro expresado, consta en er presente proceso, que se ha
comprobado la responsabílidad penal del funcionario a través del correspondiente

sumario con el cual se determinó que las lesiones causadas al demandante fueron
propinadas por un miembro de la Policía Nacional en ejercicio de sus funciones,
por lo que se genera una responsabilidad civil derivada del hecho punible,

conforme lo dispone el artículo 119 del código penal en concordancia con el

artículo 126 de esta misma excerta legal, los cuales procederemos a transcribir:

"Artícuro I 19. De todo derito gm3.na responsabiridad civir paralas personas que resulten culpables del'mismo.,,

'Artícuro 126. Er Estado, ras instituciones autónomas, semi_autónomas o descentratizadas asÍ .oro ros ,uni.,p¡ór,responderán subsidiariamente en er monto de ros d;;;tperjuicios derivados de ros hechos prnioi", cometidos porsus servidores con motivo der desempeno de sus a"r!oa."'-'

En este sentido, la sala estima que la responsabilidad de la policía Nacional en

este caso es palmaria, y se encuentra debidamente acreditada en autos, toda vez

que consta que eljoven BoRls PIMENTEL MORALES, fue lesionado gravemente
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con una "vara policial o tolete" en manos del miembro de la policía Nacional

FEDERICO ALBERTO RODR íCU=2.

De la misma forma, el examen de la litis revela que el demandante reclama el
pago de una indemnización en concepto de daños y perjuicíos físicos y morales
que le fueron ocasionados, por una suma de trescientos mil balboas
(8/'300'000'00), en virtud de lo cual es importante destacar que tales daños

morales, físicos y materiales, han sido acreditados con la documentación aportada

como prueba, que incluyen las sentencias penales donde se hace referencia a los

dictámenes periciales practicados en el proceso respectivo (fojas 53 a 85 del
presente expediente) que establecen las secuelas físicas y psicológicas que ha
venido padeciendo er demandante a causa der hecho punibre y por ras que ha

requerido de atención médica especiar, por ro que en atención ar principio

fundamental del derecho a la indemnización mediante resarcimiento económico se
ha considerado que ante el diagnóstico clínico der demandante y sin que se haya
podido establecer su recuperación definitiva, corresponde cuantificar los daños
tomando en cuenta los valores señalados por el artículo 1644-Adel código civil,
que señala lo siguiente:

"Artículo 1644-A. Dentro der daño causado se comprendetanto los materiales como los morales.
Por daño morar se entiende ra afectación que una persona
sufre en sus sentimientos, afectos, creenciai, d"coro, honor,reputación, vida privada, configuración y ;p""t; iír¡"o, obien en la consirjeración que oá sí misma tienen ros demás.cuando un hecho u omisión irícitos prooui.án- rn dañomoral, el responsabre der mismo tend'rá t" onrig""ión derepararlo, mediante una indemnización en á¡ñoo, conindependencia de que se haya causado daño materíar, tantoen materia O9 responsabilidad .ontr""trll, comoextracontractuar. si se tratare de responsabiridad contractualy existiere cláusura penar se estaría a ro dispue.tó ál esta.lgual obligación de reparar er daño morar tenorg qrün incurraen responsabilidad objetiva así como el Estado, lasínstituciones descentrarizadas der Estado v er n¡un¡c¡pio y susrespectivos funcionarios, conforme ar Artícuro 1645 delCódigo Civit.
sin perjuicio de ra acción directa que corresponda ar afectadola acción de reparación no es transmisibre 

" 
t"r""ro.|or acto
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entre v¡vos y sólo pasa a los herederos de la víctima cuando
ésta haya intentado la acción en vida.
El monto de la indemnización lo determinará eljuez tomandoen cuenta ros derechos resionados, er- grado de
responsabilidad, la situación económica del respónsable, y
de la víctima, así como ras demás circunstancias der caso.
cuando er daño moral haya afectado a ra víctima en su
decoro,_honor, reputación o consideración, er juez ordenará,
a petición de ésta y con cargo al responsable,- ta puuicaóion
de un extracto de la sentencia que refleje adecuadamente la
naturaleza y alcance de la misma, a tiavés de los medios
informativos que considere convenientes.
En los casos en que er daño derive de un acto que haya
tenido difusión en los medÍos informativos, el ¡uez broenara
que los mismos den publicidad al extracto de la sentencia,
con la misma relevancia que hubiere tenido ra difusión
original."

Advierte esta Magistratura, luego de una sesuda revisión del caudal probatorio

inserto al cuadernillo de marras, que la Policía Nacional (el Estado panameño) es

responsable por el mal funcionamiento del servicio público, ya que existe la

responsabilidad por culpa probada, esgrimida por el artículo 1644 delCódigo Civil,

la cual requíere se acrediten ros siguientes erementos:

La existencia de una conducta culposa o negligente.

La presencia de un daño directo, cierto y susceptibre de ser

cuantificado; y

La demostración del nexo de causalidad entre el resultado

dañoso y la conducta del agente provocador del evento.

En el presente caso, la responsabilidad que se reclama de la policía Nacional

se funda en la comisión de un delito cometido por et servidor público en el ejercicio

de sus funciones (Cabo 1" Federico Alberto Rodríguez Hernández), en ese sentido

podemos mencionar que la responsabilidad de la Policía Nacionat en este caso es

clara, evidente, y ha sido totalmente comprobada, toda vez que consta que al

joven BoRIS PIMENTEL MORALES, le ocasionaron severos daños físicos y

psicológicos, y que tal lesión le fue ocasionada por la acción de la policía

Nacional, en un despliegue de fuerza innecesario, dadas las circunstancias en que



se encontraba er accionante (esposado), aunado al hecho de que res pos¡ue

como hemos expresado con anterioridad, se trata de las lesiones sufridas por
el demandante, a raíz de la acción policial.

Es importante destacar en este punto, que siendo el principio fundamentat del
derecho a ra indemnización, er resarcimiento económico, pago o compensación
por un daño o perjuicio causado, esta corporación Judicial, una vez ponderado el
material probatorio a la luz de ta sana crítica, arriba a ta conclusión de que en este
caso las pruebas aportadas para acreditar el daño alegado, no son concruyentes
para arribar a la cuantía reclamada por el postulante, por lo que y dentro de tates
lineamientos procede a decrarar ra misma en abstracto.

En consecuencia, la sala Tercera de la corte suprema, administrando justicia
en nombre de ra Repúbrica y por autoridad de ra Ley, .oNDENA a ra poricía

Nacional' entidad adscrita al Ministerio de Gobierno y Justícia (el Estado
Panameño), a indem nizar a BoRrs ABDTEL 

'TMENTEL 
MORALES, en concepto

de' daños y perjuícios causados por las tesiones que en su momento le ocasionó
el agente (Cabo 1.) Federico Alberto Rodríguez.
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En atencíón a que los perjuicios causados no han podido ser debidamente
tasados por el rribunat, por la escasez de material probatorio que sustente fos
rubros recramados, ta ..NDENA ES EN ABSTRACTO, y deberá riquidarse de
acuerdo a los trámites previstos en los artículos 9g6 y siguientes del código
Judicial' El trámite de condena en abstracto es apricabre en este caso, a tenor de
fo previsto en er artícuro 57-c de ra Ley 135 de lg*3,modificada por ra Ley 33 de
1946, en concordancia con er artícuro 9g der código Judiciar.

NOTIFÍQUESE,

t-r
LUIS RAMÓN rÁENÉ

MAGISTRADO

*uje I lI de n¡i Cerrf,,¡ Si:¡_,¡11i11,¡

nso?tprguE$S Hü"YáánE

á'.* ,(Qo".*^A2
VíCTOR L. BENAVIDES P.

MAGISTRADO
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